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22 de abril de 2020 

Alerta Informativa  
Departamento Laboral 
 
 
Medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo. 

 

I. Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la 
economía y el empleo. 

 
La norma comentada regula diversos aspectos del ámbito laboral que complementan medidas tomadas 
anteriormente por el Gobierno y entra en vigor el 23 de marzo de 2020. En algunos casos se trata de 
medidas nuevas, y en otros la norma procede a puntualizar o modificar algún aspecto de medidas ya en 
vigor.   
 
A continuación, se exponen los aspectos más destacados:  
 
1.- Protección de desempleo. 
 

a)  Situación legal de desempleo por extinción de la relación laboral en el período de prueba 
producida durante la vigencia del estado de alarma. 

 
La extinción de la relación laboral durante el período de prueba a instancia de la empresa, producida a 
partir del día 9 de marzo de 2020, tendrá la consideración de situación legal de desempleo con 
independencia de la causa por la que se hubiera extinguido la relación laboral anterior. 
 

b) Situación legal de desempleo por extinción de la relación laboral por baja voluntaria por 
compromiso de otro empleo. 
 

Se encontrarán en situación legal de desempleo y en situación asimilada al alta, las personas 
trabajadoras que hubieran resuelto voluntariamente su última relación laboral a partir del día 1 de marzo 
de 2020, por tener un compromiso firme de suscripción de un contrato laboral por parte de otra empresa, 
si esta hubiera desistido del mismo como consecuencia del COVID-19. La situación legal de desempleo 
se acreditará mediante comunicación escrita por parte de la empresa a la persona trabajadora 
desistiendo de la suscripción del contrato laboral comprometido como consecuencia del COVID 19. 
 

c) Protección por desempleo a las trabajadoras y los trabajadores fijos-discontinuos y a los 
que realizan trabajos fijos y periódicos que se repiten en fechas ciertas. 

 
Se refuerza la protección de las trabajadoras y los trabajadores fijos-discontinuos, ampliando la cobertura 
r a aquellas personas trabajadoras que no hayan podido reincorporarse a su actividad en las fechas 
previstas, como consecuencia del COVID-19 y que, o bien disponiendo de periodos de ocupación 
cotizada suficiente, no cumplen el requisito de situación legal de desempleo, o bien no pueden acceder a 
la prestación por desempleo por carecer del periodo de cotización necesario para acceder a dicha 
prestación. 
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La norma comentada distingue cuatro supuestos de hecho: 
 
1)  En el supuesto de que la empresa en la que prestan servicios haya adoptado la decisión de 

suspender el contrato o reducir la jornada como resultado de ERTEs las personas trabajadoras 
afectadas podrán beneficiarse de: 

 
a) El reconocimiento del derecho a la prestación contributiva por desempleo, aunque carezcan del 
período de ocupación cotizada mínimo necesario para ello. 

 
b) No computar el tiempo en que se perciba la prestación por desempleo de nivel contributivo, a 
los efectos de consumir los períodos máximos de percepción establecidos. 

 
Los trabajadores fijos discontinuos y aquellos que realizan trabajos fijos y periódicos que se 
repitan en fechas ciertas, que se encuentren en periodo de inactividad productiva, y por ende, a la 
espera de la llegada de la fecha en la que procedería su llamamiento y reincorporación efectiva de 
no mediar la crisis del COVID-19, podrán beneficiarse también de las medidas en materia de 
desempleo anteriormente descritas. 

 
2)  Las personas trabajadoras que, sin estar en la situación del supuesto anterior, vean interrumpida 

su prestación de servicios como consecuencia del impacto del COVID-19 durante periodos que, 
en caso de no haber concurrido dicha circunstancia extraordinaria, hubieran sido de actividad, y 
como consecuencia de ello pasen a ser beneficiarios de la prestación por desempleo, podrán 
volver a percibirla, con un límite máximo de 90 días, cuando vuelvan a encontrarse en situación 
legal de desempleo. Para determinar el periodo que, de no haber concurrido esta circunstancia, 
hubiera sido de actividad laboral, se estará al efectivamente trabajado por la persona trabajadora 
durante el año natural anterior en base al mismo contrato de trabajo. En caso de ser el primer 
año, se estará a los periodos de actividad de otras personas trabajadoras comparables en la 
empresa. Esta medida se aplicará al mismo derecho consumido, y se reconocerá de oficio por la 
entidad gestora cuando el interesado solicite su reanudación. 

 
3)  Las personas trabajadoras que acrediten que, como consecuencia del impacto del COVID-19, no 

han podido reincorporarse a su actividad en la fecha que estaba prevista y fueran beneficiarios de 
prestaciones en aquel momento, no verán suspendido el derecho a la prestación o al subsidio que 
vinieran percibiendo. 

 
Si en la fecha en la que hubieran debido reincorporarse a la actividad no estuviesen percibiendo 
prestaciones por desempleo por haberlas agotado, pero acreditasen el período cotizado necesario 
para obtener una nueva prestación contributiva, la certificación empresarial de la imposibilidad de 
reincorporación constituirá situación legal de desempleo para el reconocimiento del derecho a 
dicha prestación. 

 
A las personas trabajadoras a las que se refiere este párrafo les será de aplicación la reposición 
del derecho a la prestación prevista en el supuesto 2) anteriormente comentado. 

 
4)  Las personas trabajadoras que hayan visto interrumpida su actividad y los que no hubieran podido 

reincorporarse a la misma como consecuencia del COVID-19 y careciesen del período de 
ocupación cotizado necesario para obtener la prestación por desempleo, tendrán derecho a una 
nueva prestación contributiva, que podrá percibirse hasta la fecha en que tenga lugar la 
incorporación a su puesto de trabajo, con un límite máximo de 90 días. La cuantía mensual de la 
nueva prestación será igual a la de la última mensualidad de la prestación contributiva percibida, 
o, en su caso, a la cuantía mínima de la prestación contributiva. El mismo derecho tendrán 
quienes durante la situación de crisis derivada del COVID-19 agoten sus prestaciones por 
desempleo antes de la fecha en que tenga lugar la incorporación a su puesto de trabajo y 
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carezcan de cotizaciones suficientes para el reconocimiento de un nuevo derecho, en cuyo caso, 
la certificación empresarial de imposibilidad de reincorporación constituirá nueva situación legal de 
desempleo. En este supuesto, no les resultará de aplicación lo previsto en el supuesto 2) 
anteriormente referido cuando acrediten una nueva situación legal de desempleo. 

 
 
2.- Prórroga de medidas de conciliación y adaptación de jornada. 
 
Para garantizar la protección de las personas trabajadoras y seguir atendiendo a las necesidades de 
conciliación de la vida laboral y familiar en el contexto de la crisis del COVID-19 la norma prorroga dos 
meses el carácter preferente del trabajo a distancia, así como el derecho de adaptación del horario y 
reducción de la jornada por causa del COVID-19. 
 
3.- ERTEs. 
 

a) ERTES por fuerza mayor derivado del COVID-19. Aplicación parcial. 
 
La norma modifica el artículo 22 del Real Decreto 8/2020, estableciendo que la fuerza mayor podrá ser 
parcial. En este sentido, puede que la fuerza mayor motivadora del ERTE no se extienda a toda la 
plantilla en aquellas empresas que desarrollan actividades consideradas esenciales durante esta crisis, 
concurriendo las causa obstativas que definen la fuerza mayor en la parte de actividad o en la parte de la 
plantilla no afectada por dicho carácter esencial. 
 
En dicho sentido, las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su causa directa en 
pérdidas de actividad como consecuencia del COVID-19, incluida la declaración el estado de alarma, que 
impliquen suspensión o cancelación de actividades, cierre temporal de locales de afluencia pública, 
restricciones en el transporte público y, en general, de la movilidad de las personas y/o las mercancías, 
falta de suministros que impidan gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o bien 
en situaciones urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción de medidas de 
aislamiento preventivo decretados por la autoridad sanitaria, que queden debidamente acreditados, 
tendrán la consideración de provenientes de una situación de fuerza mayor. 
 
En relación con las actividades que deban mantenerse de acuerdo con la declaración del estado de 
alarma, otras normas de rango legal o las disposiciones dictadas por las autoridades delegadas, se 
entenderá que concurre la fuerza mayor respecto de las suspensiones de contratos y reducciones de 
jornada aplicables a la parte de actividad no afectada por las citadas condiciones de mantenimiento de la 
actividad. 
 

b) Régimen sancionador y reintegro de prestaciones indebidas en relación a ERTEs por causa 
del COVID-19.  

 
La norma refuerza los mecanismos de control y sanción existentes hasta ahora. Concretamente, se 
regula la sanción de los comportamientos de las empresas que presenten solicitudes que contengan 
falsedades e incorrecciones en los datos facilitados y se establece una responsabilidad empresarial que 
implica la devolución, por parte de la empresa, de las prestaciones indebidamente percibidas por sus 
trabajadores y trabajadoras, cuando no medie dolo o culpa de estos. 
 
Así, las solicitudes presentadas por la empresa que contuvieran falsedades o incorrecciones en los datos 
facilitados serán considerada falta muy grave en materia de Seguridad Social, por lo que se entenderá 
que la empresa incurre en una infracción por cada una de las personas trabajadoras que hayan 
solicitado, obtenido o disfruten fraudulentamente de las prestaciones de Seguridad Social. 
 
Las infracciones anteriores darán lugar a la imposición de una multa, en su grado mínimo, de 6.251 a 
25.000 euros; en su grado medio de 25.001 a 100.005 euros; y en su grado máximo de 100.006 euros a 
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187.515 euros, además de las sanciones accesorias previstas. 
 
Será sancionable igualmente, la conducta de la empresa consistente en solicitar medidas, en relación al 
empleo que no resultaran necesarias o no tuvieran conexión suficiente con la causa que las origina, 
cuando dicha circunstancia se deduzca de las falsedades o incorrecciones en los datos facilitados por 
aquellas y siempre que den lugar a la generación o percepción de prestaciones indebidas o a la 
aplicación de deducciones indebidas en las cuotas a la Seguridad Social.  
 
El reconocimiento indebido de prestaciones a la persona trabajadora por causa no imputable a la misma, 
como consecuencia de alguno de los incumplimientos anteriormente descritos, dará lugar a la devolución 
de las prestaciones indebidamente generadas. En tales supuestos, la empresa deberá ingresar a la 
entidad gestora las cantidades percibidas por la persona trabajadora.  
 
La persona trabajadora conservará el derecho al salario correspondiente al período de regulación de 
empleo inicialmente autorizado, descontadas las cantidades que hubiera percibido en concepto de 
prestación por desempleo. 
 
4.- Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social. 
 
La norma pretende otorgar una mayor seguridad jurídica al procedimiento administrativo a seguir para el 
aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social ya vigente dado el elevado número de 
solicitudes que vienen produciéndose desde su entrada en vigor. En tal sentido, se simplifica el 
procedimiento de resolución del aplazamiento, con independencia del número de mensualidades que 
comprenda, se fija un criterio homogéneo en la determinación del plazo de amortización mediante el 
pago escalonado de la deuda y se establece el efecto jurídico de la solicitud hasta la resolución del 
procedimiento, en relación con la suspensión de los plazos administrativos existente por causa de la 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.  
 
En dicho sentido, las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de la 
Seguridad social o los autorizados para actuar a través del Sistema de remisión electrónica de datos en 
el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), siempre que no tuvieran otro aplazamiento en vigor, 
podrán solicitar el aplazamiento en el pago de sus deudas con la Seguridad Social cuyo plazo 
reglamentario de ingreso tenga lugar entre los meses de abril y junio de 2020, en los términos y 
condiciones establecidos en la normativa de Seguridad Social, pero con las siguientes particularidades: 
 
1) Será de aplicación un interés del 0,5 % en lugar del previsto en el artículo 23.5 del Texto Refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre. 
 
2) Las solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez primeros días 
naturales de cada uno de los plazos reglamentarios de ingreso anteriormente señalados. 
 
3) El aplazamiento se concederá mediante una única resolución, con independencia de los meses que 
comprenda, se amortizará mediante pagos mensuales y determinará un plazo de amortización de 4 
meses por cada mensualidad solicitada a partir del mes siguiente al que aquella se haya dictado, sin que 
exceda en total de 12 mensualidades. 
 
4) La solicitud de este aplazamiento determinará la suspensión del procedimiento recaudatorio respecto 
a las deudas afectadas por el mismo y que el deudor sea considerado al corriente de sus obligaciones 
con la Seguridad Social hasta que se dicte la correspondiente resolución. 
 
El aplazamiento anteriormente descrito será incompatible con la moratoria. Las solicitudes de 
aplazamiento por periodos respecto de los que también se haya solicitado la moratoria se tendrán por no 
presentadas, si al solicitante se le ha concedido esta última. 
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5.- Autónomos y prestaciones. 
 

a)  Opción por una mutua colaboradora con la Seguridad Social de los trabajadores del 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos que hubieran optado inicialmente por una entidad gestora. 

 
Los trabajadores y trabajadoras autónomas tenían de plazo hasta el mes de junio de 2019 para realizar 
la opción por alguna Mutua para la gestión de determinadas prestaciones de Seguridad Social. Un gran 
número de autónomos no lo hicieron. Por lo tanto, la norma comentada dispone que pueden optar por 
una Mutua al tiempo de solicitar el cese, y así garantizar que la nueva entidad les pueda reconocer el 
derecho y facilitar su tramitación. 
 
Así pues, los trabajadores autónomos que no hubieran ejercitado la opción prevista en el artículo 83.1.b) 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, ni la opción por una mutua, deberán ejercitar la 
opción y formalizar el correspondiente documento de adhesión en el plazo de tres meses desde la 
finalización del estado de alarma. Dicha opción surtirá efectos desde el día primero del segundo mes 
siguiente a la finalización de este plazo de tres meses. 
 
Una vez trascurrido el plazo para llevar a cabo la citada opción sin que se hubiere formalizado el 
correspondiente documento de adhesión, se entenderá que se ha optado por la mutua con mayor 
número de trabajadores autónomos asociados en la provincia del domicilio del interesado, produciéndose 
automáticamente la adhesión con efecto desde el día primero del segundo mes siguiente a la finalización 
del plazo de tres meses a que se refiere el párrafo anterior.  
 
La Mutua notificará al trabajador la adhesión con indicación expresa de la fecha de efectos y la cobertura 
por las contingencias protegidas. 
 

b) Efectos en la incapacidad temporal de la opción. 
 
La opción por una Mutua realizada para causar derecho a la prestación extraordinaria por cese de 
actividad por razón del COVID-19 dará lugar a que la Mutua por la que se haya optado asuma la 
protección y la responsabilidad del pago de la prestación extraordinaria por cese de actividad así como 
del resto de prestaciones derivadas de las contingencias por las que se haya formalizado la cobertura, 
incluyendo el subsidio por incapacidad temporal cuya baja médica sea emitida con posterioridad a la 
fecha de formalización de la protección con dicha mutua y derive de la recaída de un proceso de 
incapacidad temporal anterior cubierta con la entidad gestora. 
 
La responsabilidad del pago de las prestaciones económicas derivadas de los procesos que se hallen en 
curso en el momento de la fecha de formalización de la protección anteriormente referida, seguirá 
correspondiendo a la entidad gestora. 
 
6.- Normas sobre disponibilidad excepcional de los planes de pensiones. 
 
La norma comentada establece varias reglas para la disponibilidad de derechos consolidados en planes 
de pensiones en relación a los supuestos excepcionales previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma.  
 
Podrán solicitar hacer efectivos sus derechos consolidados en relación a los supuestos excepcionales 
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previstos en dicha norma los partícipes de los planes de pensiones del sistema individual y asociado, y 
los partícipes de los planes de pensiones del sistema de empleo de aportación definida o mixtos para 
aquellas contingencias definidas en régimen de aportación definida. 
 
Los partícipes de los planes de pensiones del sistema de empleo de la modalidad de prestación definida 
o mixtos también podrán disponer, para aquellas contingencias definidas en régimen de prestación 
definida o vinculadas a la misma, de los derechos consolidados en caso de estar afectados por un ERTE, 
la suspensión de apertura al público de establecimientos o el cese de actividad, derivados de la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, cuando lo permita el compromiso por pensiones y lo 
prevean las especificaciones del plan aprobadas por su comisión de control en las condiciones que estas 
establezcan. 
 
La concurrencia de las circunstancias para hacer efectivos dichos derechos se acreditará por el partícipe 
del plan de pensiones que solicite la disposición mediante la presentación de los siguientes documentos 
ante la entidad gestora de fondos de pensiones: 
 
a) En el supuesto de encontrarse el partícipe afectado por un ERTE se presentará el certificado de la 
empresa en el que se acredite que el partícipe se ha visto afectado por el mismo, indicando los efectos 
del mismo en la relación laboral para el partícipe. 
 
b) En el supuesto de ser el partícipe empresario titular de establecimiento cuya apertura al público se 
haya visto suspendida como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, se presentará declaración del partícipe en la que este manifieste, bajo su 
responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos la norma. 
 
c) En el supuesto de ser trabajador por cuenta propia que hubiera estado previamente integrado en un 
régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen de mutualismo alternativo a esta y haya 
cesado en su actividad durante el estado de alarma decretado por el Gobierno por el COVID-19, se 
presentará el certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de 
actividad declarada por el interesado. 
 
d) Si el solicitante no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos, podrá sustituirlo mediante 
una declaración responsable que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con las 
consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la finalización del estado de 
alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes para la aportación de los documentos que no 
hubiese facilitado. 
 
El importe de los derechos consolidados disponible será el justificado por el partícipe a la entidad gestora 
de fondos de pensiones, con el límite máximo de la menor de las dos cuantías siguientes para el 
conjunto de planes de pensiones de los que sea titular: 
 
1) Dependiendo de cuál sea el supuesto de los indicados en el apartado 1 de la disposición adicional 
vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo: 
 
a) en el supuesto de encontrarse el partícipe afectado por un ERTE: los salarios netos dejados de 
percibir mientras se mantenga la vigencia del mismo con un periodo de cómputo máximo igual a la 
vigencia del estado de alarma más un mes adicional, justificados con la última nómina previa a esta 
situación; 
 
b) en el supuesto de empresario titular de establecimiento cuya apertura al público se haya visto 
suspendida como consecuencia del estado de alarma: los ingresos netos estimados que se hayan 
dejado de percibir debido a la suspensión de apertura al público, con un periodo de cómputo máximo 
igual a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, justificados mediante la presentación de 
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la declaración anual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio 
anterior y, en su caso, el pago fraccionado del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y las 
autoliquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido correspondientes al último trimestre; 
 
c) en el supuesto de trabajadores por cuenta propia que hubieran estado previamente integrados en un 
régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen de mutualismo alternativo a esta, y hayan 
cesado en su actividad como consecuencia del estado de alarma decretado por el Gobierno: los ingresos 
netos que se hayan dejado de percibir como consecuencia de la situación de cese de actividad durante 
un periodo de cómputo máximo igual a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, 
estimados mediante la declaración anual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
correspondiente al ejercicio anterior y, en su caso, el pago fraccionado del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y las autoliquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido correspondientes al 
último trimestre. 
 
En el caso de los apartados b) y c), el solicitante deberá aportar además una declaración responsable en 
la que se cuantifique el importe mensual de reducción de ingresos. 
 
2) El resultado de prorratear el IPREM anual para 12 pagas vigente para el ejercicio 2020 multiplicado 
por tres en la proporción que corresponda al período de duración del ERTE, al periodo de suspensión de 
la apertura al público del establecimiento o al periodo de cese de la actividad, según, respectivamente, 
corresponda a cada uno de los supuestos a los que se refieren los apartados a), b) y c) del apartado 1 de 
la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo. En todo caso, en los tres 
supuestos el periodo de tiempo máximo a computar es la vigencia del estado de alarma más un mes 
adicional. 
 
El reembolso deberá efectuarse dentro del plazo máximo de siete días hábiles desde que el partícipe 
presente la documentación acreditativa completa. En el caso de los planes de pensiones de la modalidad 
de empleo, dicho plazo se ampliará hasta treinta días hábiles desde que el partícipe presente la 
documentación acreditativa completa. 
 
Lo anterior será igualmente aplicable a los asegurados de los planes de previsión asegurados, planes de 
previsión social empresarial y mutualidades de previsión social a que se refiere el artículo 51 de la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. En estos casos, las 
referencias realizadas a las entidades gestoras, a los partícipes y a las especificaciones de planes de 
pensiones se entenderán referidas a las entidades aseguradoras, los asegurados o mutualistas, y a las 
pólizas de seguro o reglamento de prestaciones, respectivamente. En el caso de las mutualidades de 
previsión social que actúen como sistema alternativo al alta en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, no se podrán hacer efectivos los derechos 
económicos de los productos o seguros utilizados para cumplir con dicha función alternativa. 
 
 
 


